[image: image1.jpg]




9 

  Foja 5
[image: image2.jpg]


Exp. 777/2020-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 777/2020.

	RECURSO DE RECLAMACION

	ACTOR: **********EN SU CARÁCTER DE SECRETARIA GENERAL DEL SINDICATO ÚNICO DE TRABAJADORES AL SERVICIO DE GOBIERNO DEL ESTADO Y MANDATARIA DE LOS CC.**********

	MAGISTRADA: HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., catorce de junio del dos mil veintiuno. 

V I S T O S, para resolver, el Recurso de Reclamación promovido por la C. **********en su carácter de Secretaria General del Sindicato Único de Trabajadores al Servicio de Gobierno del Estado y mandataria de los CC.**********, en contra del proveído de fecha doce de enero del dos mil veintiuno, dictado dentro del expediente administrativo al rubro indicado y,

R E S U L T A N D O

I.- Mediante  escrito recibido en este Tribunal el veintidós de febrero del año en curso, compareció la C. **********en su carácter de Secretaria General del Sindicato Único de Trabajadores al Servicio de Gobierno del Estado y mandataria de los CC.**********, a promover Recurso de Reclamación en contra del proveído de fecha veintidós de febrero de dos mil veintiuno, en el que se le se desechó la demanda, al estimar que los actos impugnados no constituyen actos de los que pueda conocer este Tribunal. 

II.- En auto dictado el veinticuatro de febrero del año que transcurre, se tuvo por interpuesto el recurso planteado y se citó para resolver de plano. 
III.- Mediante auto dictado el veintiséis de mayo del presente año y visto el estado de autos de los que se desprende que el expediente en que se actúa se encontraba citado para resolver en definitiva, se hizo del conocimiento de las partes que por acuerdo dictado en Sesión Extraordinaria del Pleno de este Tribunal, celebrada el veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, se determinó adscribir a la suscrita Magistrada, **********, a cargo de esta Segunda Sala Unitaria; lo anterior en virtud de que a la fecha no se han designado a dos magistrados numerarios para las vacantes de este Tribunal por parte del Congreso del Estado.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver el  presente Recurso conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, párrafo primero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 9, párrafo primero, fracción III, 34 fracción IX y 35 fracción VI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 149 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

SEGUNDO.- La procedencia del recurso se encuentra establecida en los artículos 149 y 150 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el que dispone que dicho medio de defensa podrá intentarse en contra de los acuerdos que admitan o desechen la demanda, su contestación o ampliación; las que desechen pruebas; las que rechacen la intervención del tercero; las que concedan o nieguen la suspensión, fijen fianzas o contrafianzas, y las que decreten o nieguen el sobreseimiento del juicio antes de la audiencia; mismo que deberá promoverse dentro de los cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación del proveído impugnado; por lo que en ese sentido, al intentarse el presente medio de defensa en contra de la determinación de esta Sala Unitaria en la que se desechó  la demanda del actor, resulta la procedencia del referido recurso.

TERCERO.-  La parte recurrente manifiesta como agravios los que se advierten en el escrito que contiene el recurso planteado, visibles a fojas de la 42 a la 47 de autos, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos; resulta aplicable al efecto, la tesis de jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

CUARTO.- Las consideraciones en las que se sustenta el acuerdo reclamado y por lo que aquí interesa son del tenor literal siguiente: 
“…….
1.- Estudio de procedencia 

A efecto de determinar lo conducente respecto de la admisión de la demanda, conviene destacar, que del estudio al escrito de demanda y a sus anexos, se desprende que la acción que se promueve en la vía Contenciosa Administrativa, deriva de la denuncia por responsabilidad administrativa que presentó la parte actora ante la Contraloría General del Estado, en contra de la Directora del Instituto Estatal de Infraestructura Física y Educativa, (I.E.I.F.E.) por presuntivamente incumplir con sus obligaciones como Servidora Pública; misma con la que se dio inicio a una investigación por parte de la Directora de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado y, que concluyó con el dictado de la resolución dentro del expediente de Investigación Administrativa ********** -acto impugnado- en la cual, se resuelve lo siguiente:

 “PRIMERO.- Esta Autoridad Administrativa resultó competente para conocer, tramitar y resolver el presente Expediente de Investigación Administrativa **********, en base a las consideraciones hechas en el Considerando PRIMERO de la presente resolución.

SEGUNDO.- En virtud de los razonamientos descritos en los Considerandos TERCERO, CUARTO y QUINTO de la presente resolución, se determina que no se encontraron elementos suficientes para demostrar la existencia de las infracciones denunciadas por **********en su carácter de ********** y la presunta responsabilidad atribuible a la servidora pública **********, en su carácter de Directora General del Instituto Estatal de Infraestructura Física Educativa (IEIFE); y por consiguiente se determina que NO HA LUGAR a formular el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa a que hace referencia el artículo 192 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en virtud de no encontrarse acreditada infracción alguna al supuesto normativo, establecido en los numerales 8° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 56 fracción 1 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado, el catorce de agosto de dos mil tres, vigente al momento de ocurridas las conductas investigadas, así como tampoco a lo dispuesto por el artículo 47 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de ocurridos los hechos investigados.

TERCERO.- De conformidad con el artículo 102 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se determinan analizados los hechos, así como la información recabada- en el expediente de investigación administrativa que se resuelve.

CUARTO.- Notifíquese la presente determinación a la Ciudadana **********, en su carácter de ********** en su carácter de quejosa, para su conocimiento y los efectos legales a que haya lugar.

QUINTO.- Quedan a salvo los derechos de la ********** en su carácter de denunciante… para que los haga valer en la vía y ante la autoridad laboral que corresponda. (…). OCTAVO.- Hecho lo anterior, archívese el presente expediente como asunto total y definitivamente concluido.”

Precisado lo anterior, toda vez que este órgano jurisdiccional debe analizar de oficio 
 si se actualiza alguna causal de improcedencia en relación con la demanda planteada; por tanto, se debe decir que a juicio del suscrito Magistrado, el presente Juicio Contencioso Administrativo resulta ser notoriamente improcedente, al actualizarse las causales de improcedencia previstas en el 228 fracciones X y XI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que disponen que “es improcedente el juicio ante este Tribunal contra actos y resoluciones distintos de los mencionados en el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de justicia Administrativa para el Estado; y En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de ese Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.” lo cual es claro, en atención a las siguientes consideraciones:

1.1.- Del análisis que se realiza al acto impugnado 
 en el presente Juicio, es evidente que la parte actora controvierte una resolución dictada dentro de un expediente de Investigación en materia de responsabilidades administrativas; y si bien es cierto, se trata de una resolución de naturaleza administrativa, dictada por una autoridad de carácter administrativo; también lo es, que el citado acto impugnado fue emitido dentro de una denuncia en materia de responsabilidades administrativas; el cual se encuentra regulado por una norma de carácter especial, como lo es la Ley de Responsabilidades administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosi. 

En este sentido, es claro que el acto impugnado no se encuentra dentro de aquellas resoluciones respecto de las que de manera expresa se confiera competencia a este Tribunal, para conocer sobre su legalidad, esto acorde a lo dispuesto en los artículos 123 párrafos primero y segundo de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosi; 7 fracciones XIV y XV, 8, 29 fracción I y 30 de Ley Organica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; 3 fracciones III y IV, 8 y 12 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosi; mismos que en para una mayor comprensión se transcriben en seguida:

Constitución Política del Estado de San Luis Potosi

ARTÍCULO 123.- La justicia administrativa se deposita en el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que conocerá y resolverá las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con competencia en todo el territorio estatal. La ley establecerá su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. 

El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves, y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves, así como fincar a los responsables, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública Estatal o municipal, o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales. 

Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: (…)

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado; (…)”

ARTÍCULO 8º. El Tribunal conocerá de las responsabilidades administrativas de los servidores públicos y particulares vinculados con faltas graves, promovidas por la Contraloría General del Estado y los órganos Internos de control de los entes públicos estatales y municipales, o por la Auditoría Superior del Estado, para la imposición de sanciones en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Así mismo, el Tribunal será competente para fincar a los responsables, en términos del párrafo anterior, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o al patrimonio de los entes públicos estatales.

Bajo ninguna circunstancia se entenderá que la atribución del Tribunal para imponer sanciones a particulares por actos u omisiones vinculadas con faltas administrativas graves se contrapone o menoscaba la facultad que cualquier ente público posea para imponer sanciones a particulares en los términos de la legislación aplicable.

Tratándose de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal tendrá competencia para conocer de las responsabilidades, únicamente como autoridad substanciadora, en los términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.”

ARTÍCULO 29. Las Salas Unitarias, y en su caso las Salas Especializadas que al efecto se creen, tendrán en materia de Responsabilidades Administrativas, las siguientes atribuciones:

I. Conocer del recurso por medio del cual se califica como grave la falta administrativa que se investiga contra un servidor público; (…)

ARTÍCULO 30. Conforme a lo dispuesto en el artículo inmediato anterior las Salas Unitarias, conocerán: 

I. En materia de Responsabilidades Administrativas, los procedimientos y resoluciones a que se refieren los artículos 7 fracciones XIII, XIV, XV, XVI, y XVII y 29 de esta Ley, con las siguientes facultades:

a) Resolverán respecto de las faltas administrativas graves, investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control respectivos, según sea el caso, ya sea que el procedimiento se haya seguido por denuncia, de oficio o derivado de las auditorías practicadas por las autoridades competentes.

b) Impondrán sanciones que correspondan a los servidores públicos y particulares, personas físicas o morales, que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades. Así como fincar a los responsables el pago de las cantidades por concepto de responsabilidades resarcitorias, las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al Patrimonio de los entes públicos federales, locales o municipales.

c) Dictarán las medidas preventivas y cautelares para evitar que el procedimiento sancionador

que de sin materia, y el desvío de recursos obtenidos de manera ilegal, y

II. Los procedimientos, resoluciones definitivas o actos administrativos, siguientes:

 (…) 

c) De las resoluciones definitivas que impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dicho ordenamiento.

d) Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos. 

Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí:
“ARTÍCULO 3º. Para efectos de esta Ley se entenderá por: (…)

…

III. Autoridad substanciadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y la Auditoría Superior del Estado, y en los casos que dispone esta Ley, el Tribunal, en el ámbito de su competencia, dirigen y conducen el procedimiento de responsabilidades administrativas desde la admisión del Informe de presunta responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de la audiencia inicial. La función de la Autoridad substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una Autoridad investigadora.

Tratándose de responsabilidad administrativa grave de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, actuará como autoridad substanciadora desde la admisión del informe de presunta responsabilidad, y hasta dejar el expediente en estado de resolución, debiendo remitir copia certificada de los autos incluido el proyecto de resolución respectivo, al Congreso del Estado;

IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será:

 (…)

Para las faltas administrativas graves, así como para las faltas de particulares, lo será el Tribunal. Para las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular, y los magistrados, lo será el Congreso del Estado.

En el caso del Poder Judicial, serán competentes para imponer las sanciones que correspondan, el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, y el Consejo de la Judicatura, conforme al régimen establecido en el artículo 90 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y su reglamentación; 

 (…)

“ARTÍCULO 8°. En el ámbito de su competencia, serán autoridades facultadas para aplicar la presente Ley:

I. El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa;

….”

“ARTÍCULO 12. El Tribunal, además de las facultades y atribuciones conferidas en su legislación orgánica y demás normatividad aplicable, estará facultado para resolver la imposición de sanciones por la comisión de faltas administrativas graves, y de faltas de particulares, conforme a lo dispuesto en esta Ley; con excepción de las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular, y de los magistrados, en cuyo caso se tramitarán de conformidad con lo dispuesto en este Ordenamiento.”

(Énfasis añadido)

Bajo este contexto, cabe destacar, que de las disposiciones antes transcritas se tiene que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en materia de Responsabilidades Administrativas, se da en tres vertientes, como Tribunal de anulación, al conocer de las impugnaciones que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas que impongan sanciones por faltas administrativas no graves de los Servidores Públicos, acorde a lo que disponen los artículos 7 fracciones XIV y XV, 29 fracción I y 30, fracción II, incisos c) y d), de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

Una segunda vertiente, es la relativa a conocer como autoridad substanciadora y resolutora, tratándose de las denominadas Faltas Administrativas Graves de los Servidores Públicos (regla general), previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, caso en que se asume como un Tribunal de condena, al ejercer la atribución de, en su caso, imponer la sanción correspondiente, en atención a lo dispuesto en los artículos 8 de la Ley Orgánica de este Tribunal; en relación con los diversos 12, 107 y 208 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí:
Y una tercera vertiente, se refiere a los casos en que las Faltas Administrativas Graves de los Servidores Públicos sean atribuidas a Servidores Públicos de Elección Popular y Magistrados, hipótesis en que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí es únicamente como Autoridad Substanciadora, desde la admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, hasta la elaboración de un proyecto de resolución que se remite al Congreso del Estado que es la autoridad competente para imponer la sanción en estos casos, esto en términos de lo establecido en los artículos 3, 12 y 209 de la citada Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado.

En esta tesitura, se reitera, que el acto que aquí se controvierte trata de una resolución emitida dentro del expediente ********** integrado ante la Direccion de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado, el cual concluye determinando, en lo medular, que no se encontraron elementos suficientes para demostrar la existencia de las infracciones denunciadas por la aquí actora; y por consiguiente determina que no ha lugar a formular el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa a que hace referencia el artículo 192 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en virtud de no encontrarse acreditada infracción alguna al supuesto normativo. 

Al respecto, cabe señalar que la competencia de este órgano jurisdiccional, en materia de responsabilidades administrativas, y en relación con la resolución que emitan las autoridades investigadoras
 al concluir las diligencias de investigación, -dentro del expediente de investigación-, se acota, únicamente, a conocer, del recurso de inconformidad que se promueva en contra de la calificación y la abstención a que se refieren los artículos, 102 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; esto, acorde con lo establecido en los diversos numerales 104, 106 de la Ley en cita; artículos anteriores que en lo medular, disponen lo siguiente:   

a).- El artículo 102 de Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, relativo al capítulo de faltas administrativas, en la parte respectiva, establece que:

I.- Concluidas las diligencias de investigación, las autoridades investigadoras procederán al análisis de los hechos, así como de la información recabada a efecto de determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones que la ley señale como falta administrativa; y, en su caso, calificarla como grave o no grave -la falta administrativa-; 

II.- Una vez calificada la conducta, se incluirá la misma en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y este se presentara ante la autoridad substanciadora a efecto de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa; y  

III.- Si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la existencia de la infracción y la presunta responsabilidad del infractor, se emitirá un acuerdo de conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de que pueda abrirse nuevamente la investigación si se presentan nuevos indicios o pruebas y no hubiere prescrito la facultad para sancionar. 

b).- El artículo 103 establece, que las autoridades substanciadoras, o en su caso, las resolutoras, se abstendrán de: iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa; o de imponer sanciones administrativas cuando: 

I.- Adviertan que no existe daño ni perjuicio a la hacienda o al patrimonio de los entes públicos y que la actuación del servidor público esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible, en la que válidamente puedan sustentarse diversas soluciones;

II.- La conducta o abstención no constituya una desviación a la legalidad y obren constancias de los elementos que tomó en cuenta el servidor público en la decisión que adoptó.

III.- Así mismo se dispone que, la autoridad investigadora o el denunciante, puedan impugnar la abstención, en los términos de lo dispuesto por la citada Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado. 

c).- En este orden el artículo 104 dispone que la calificación y la abstención a que se refieren los artículos, 102 y 103 de este Ordenamiento: 

I.- Podrán ser impugnadas, en su caso, por el denunciante, mediante el recurso de inconformidad, conforme al capítulo IV –Impugnación de la calificación de faltas no graves- del libro segundo, del título primero de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el estado, y; 

II.- La presentación del recurso tendrá como efecto que no se inicie el procedimiento de responsabilidad administrativa hasta en tanto este sea resuelto. 

d).- Por otra parte, el artículo 106 de la Ley en consulta, en relación al recurso de inconformidad, dispone lo siguiente: 

I.- El escrito de impugnación deberá presentarse ante la autoridad investigadora que hubiere hecho la calificación de la falta administrativa como no grave, debiendo expresar los motivos por los que se estimó indebida dicha calificación; 

II.- Interpuesto el recurso, la autoridad investigadora deberá correr traslado, adjuntando el expediente integrado y un informe en el que justifique la calificación impugnada a la Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa que corresponda.

En este sentido, por lo que respecta a la competencia conferida a este Tribunal, en relación con el acto impugnado, es claro que dicha resolución no se encuentra dentro de los actos de los cuales pueda conocer y resolver sobre su legalidad, pues, como se dijo con antelación, tratándose de la determinación que emitan la autoridades investigadoras dentro de sus expedientes  de investigación, que integren en materia de responsabilidades administrativas; este órgano jurisdiccional solo puede conocer de aquellos casos en los que se haya resuelto una calificación de falta administrativa grave o no grave; o bien sobre la abstención de inicio del procedimiento de responsabilidad administrativa o de imponer sanciones administrativas, por parte de las autoridades substanciadoras o resolutoras –distintas a las investigadoras- a alguno de los servidores públicos señalados en la denuncia de mérito; procedencia que además, se encuentra condicionada a colmar el trámite y requisitos relativos al recurso de inconformidad, contenidos en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

De lo anterior, se puede advertir que el acto impugnado consistente en el oficio ********** que contiene la resolución administrativa dictada en fecha siete de septiembre de dos mil veinte dentro del expediente **********, no constituye un pronunciamiento que califique la conducta atribuida en la queja ni que determine la abstención de iniciar el procedimiento o de imponer sanción administrativa, y por tanto, no se actualiza la procedencia del recurso de inconformidad previsto en el artículo 104 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado; ante este Tribunal. 

2.- Desechamiento de Demanda 

En razón a lo antes expuesto, como se dijo antelación, a juicio del suscrito Magistrado, es claro que no se colman los supuestos de procedencia para que este Tribunal pueda conocer y resolver del Juicio de Nulidad que plantea la actora, ni, en su caso, del recurso de inconformidad previsto en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosi. 

Por tanto, en atención a las consideraciones y razonamientos vertidos con antelación; y al actualizarse de manera clara e indudable las causales de improcedencia previstas en el artículo 228 fracciones X y XI del Código Procesal Administrativo para el Estado;
 de conformidad con los artículos 35 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí; y 239 fracción I 
 del Código Procesal en consulta, SE DESECHA LA DEMANDA. 
(..)..”
QUINTO.- A juicio del Magistrado de la Sala Unitaria los agravios expresados por el reclamante resultan infundados e inoperantes y por tanto insuficientes para modificar el proveído que se reclama en esta vía, en razón de las siguientes consideraciones legales: 

El reclamante en su agravio único aduce lo siguiente:

Violación al derecho humano a gozar de las medidas de Protección Judicial y al acceso a un medio de impugnación efectivo porque el acuerdo que es materia del recurso crea la obligación de agotar el recurso de inconformidad, cuando es el juicio de nulidad  el que es el medio idóneo de impugnación en el caso y que por ende el acuerdo recurrido carece de fundamentación y motivación porque no se atendió el hecho de que la autoridad señalada como demandada está violando de forma directa derechos humanos de los trabajadores del Instituto Estatal de Infraestructura Física y Educativa  (I.E.I.F.E), que dicha violación se constituye por la Directora del (I.E.I.F.E.)  quien está quebrantando de forma directa derechos humanos ejerciendo actos de autoridad y uso de imperio, hechos que conforme a la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se generan hechos constitutivos para que se aplique una sanción administrativa a la que se hace merecedora por el hecho de ser servidor público, ya que deliberadamente la referida Directora del (I.E.I.F.E.) hace nugatorio el derecho humano de libertad de asociación y que conforme a la denuncia presentada ante la autoridad señalada como demandada, la procedencia del juicio de nulidad tiene su fundamento en los artículos 223 del Código Procesal Administrativo y 7 fracción I de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa al tratarse de un acto administrativo que se está ejecutando en agravio de particulares. 
Añade que en el auto recurrido se determinó desechar la demanda, sin atender el fondo de la nulidad planteada sobre el oficio ********** que contiene la resolución emitida dentro del expediente **********, y sus consecuencias jurídicas en las que se encuentran el archivo del expediente como asunto concluido, pero que dicha resolución debe ser revisada en su legalidad por tratarse de agravios hacia particulares que en la especie la demandada no atendió.
También dice que para garantizar una protección Judicial y un medio de impugnación efectivo, el legislador consagro en el artículo 223 del Código Procesal Administrativo que los recursos administrativos establecidos en leyes y reglamentos son optativos ya que el referido artículo no establece ninguna excepción por tanto, el motivo opcional se debe incluir en la Ley de Responsabilidades Administrativas, ya que con esa medida se protegen los derechos humanos y garantías individuales de la recurrente consignados en los artículos 1, 14, 16 y 17 constitucionales y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos y el auto recurrido se aparta de emitir una impartición de la justicia conforme lo manda el artículo 17 constitucional y que considerar lo contrario viola los citados artículos constitucionales que contienen las medidas de protección a los derechos humanos  y que en el caso no se contempló que se reclamó como violatorio del derecho humano el acceso efectivo a la justicia ya que no existe un medio de defensa claro donde pueda debatir sobre el contenido del oficio **********, emitido por la Directora de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado, en el que en su resolutivo Octavo archiva el asunto como total y definitivamente concluido.
Sigue diciendo que en el auto recurrido no se determinó si el recurso que se desechaba correspondía al juicio de nulidad o al recurso de inconformidad y que por la naturaleza administrativa que rigen los actos de autoridad, para su impugnación el legislador contemplo a todos los recursos como optativos su presentación a la procedencia del juicio de nulidad y concluye diciendo que el desechamiento de la demanda es violatoria del acceso a un medio de impugnación efectivo, puesto que no basta con la existencia de un recurso, sino que el mismo debe ser efectivo a fin de que se vea materializada la pretensión y que en el supuesto el Estado Investigue, sancione y repare las violaciones a los derechos humanos, atento a que con el desechamiento sin entrar al fondo del asunto generan daños y afectaciones que la ley contempla para garantizar el acceso a la justicia y el recurso judicial efectivo a que se refiere el artículo 17 Constitucional y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos.
Al efecto, la Sala estima que resultan infundados e inoperantes los agravios en estudio como enseguida se explica.

Primeramente conviene tener en cuenta que el punto toral del desechamiento de la demanda es que el acto impugnado consistente en el oficio ********** que contiene la resolución administrativa dictada en fecha siete de septiembre de dos mil veinte dentro del expediente **********, no constituye un pronunciamiento que califique la conducta atribuida en la queja ni que determine la abstención de iniciar el procedimiento o de imponer sanción administrativa, y por tanto, no se actualiza la procedencia del recurso de inconformidad ante este Tribunal conforme a lo previsto en el artículo 104 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado. 

Para una mayor claridad en principio resulta conveniente establecer la competencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, para lo cual es pertinente atender a lo dispuesto en los artículos 1 y 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, que estatuyen los supuestos de procedencia bajo los cuales se actualiza la competencia del mismo para conocer de los asuntos; preceptos legales que son del tenor literal siguiente: 

Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí.

“ARTICULO 1º. La presente Ley es de orden público e interés general y tiene por objeto establecer la integración, organización, atribuciones y funcionamiento del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. 
El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es un órgano jurisdiccional con autonomía para emitir sus fallos y con jurisdicción plena. Formará parte del Sistema Estatal Anticorrupción y estará sujeto a las bases establecidas en los artículos, 123, y 124, BIS de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción de San Luis Potosí, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, y en el presente ordenamiento..”
“ARTICULO 7 º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 
II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación;
IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;
V.
 Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales; 
VI.
 Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores; 
VII. 
Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público; 
VIII. 
Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado; 
IX.
 Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal; 
X.
 Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia; 
XI. 
Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; 
XII. 
Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo; 
XIII.
 Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias. No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa; 
XIV. 
Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos; 

XV.
 Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI.
 Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí; 
XVII.
 Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y 
XVIII. 
Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal. Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. 
El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.

De los preceptos legales transcritos con antelación se advierten las siguientes consideraciones:

· Que la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, es de orden público.

· Que la justicia administrativa en San Luis Potosí está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, que es un órgano de control de legalidad con plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos; 

· Que la competencia de este tribunal de jurisdicción contenciosa administrativa se acota a dirimir controversias suscitadas entre los particulares y la administración pública estatal y municipal, entendiendo como tal (administración pública) exclusivamente los órganos dependientes del Poder Ejecutivo del Estado y Municipios, es decir, las dependencias o entidades de carácter administrativo que integran al Poder Ejecutivo Estatal, municipal y organismos descentralizados cuando éstas emitan actos de naturaleza o contenido administrativo.
· Que las salas del Tribunal conocerán de los juicios que se promuevan en contra de actos y resoluciones de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de los organismos descentralizados estatales y municipales cuando éstos actúen como Autoridad; por lo que por regla general necesariamente se requiere de que exista una actuación definitiva por parte de una autoridad en la que determine, ordene o ejecute un agravio al interés jurídico del particular y que constituya por ende una resolución o acto definitivo, que permita a esta Sala Unitaria emitir un pronunciamiento en la medida que uno de los objetivos del juicio de nulidad es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad.
De esta manera tenemos que por regla general, el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución emitida por una autoridad estatal, municipal o de un organismo descentralizado, a efecto de que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí dirima la controversia planteada y determine si la actuación de la autoridad administrativa se ajustó a los lineamientos legales que regulan su actuación, incluyendo como una afectación susceptible de ser impugnada, de lo que se sigue que su jurisdicción es restringida, es decir, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar constituya un “acto” o ”resolución definitiva” de las previstas por el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí y ese acto o resolución además cause un agravio personal y directo al particular en su esfera jurídica.
Ahora bien, cabe precisar que en materia de Responsabilidades Administrativas, la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí para conocer del asunto, se encuentra delimitada por lo previsto en la misma norma y se actualiza bajo tres supuestos a saber:

I. Como Tribunal de anulación, al conocer de las impugnaciones que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas que impongan sanciones por faltas administrativas no graves de los Servidores Públicos, acorde a lo que disponen los artículos 7 fracciones XIV y XV, 29 fracción I y 30, fracción II, incisos c) y d), de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, que dicen textualmente lo siguiente.
“ARTICULO 7 º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

…

XIV. 
Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos; 
XV.
 Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

ARTÍCULO 29. Las Salas Unitarias, y en su caso las Salas Especializadas que al efecto se creen, tendrán en materia de Responsabilidades Administrativas, las siguientes atribuciones:
I. Conocer del recurso por medio del cual se califica como grave la falta administrativa que se investiga contra un servidor público;

ARTÍCULO 30. Conforme a lo dispuesto en el artículo inmediato anterior las Salas Unitarias, conocerán:

…
II. Los procedimientos, resoluciones definitivas o actos administrativos, siguientes:

…

c) De las resoluciones definitivas que impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dicho ordenamiento. 

d) Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos. 

Las Salas Especializadas que al efecto se creen, conocerán de manera exclusiva sobre los asuntos a que se refieren el Artículo 29 y la fracción I de este Artículo.

II. Como como autoridad substanciadora y resolutora, tratándose de las denominadas Faltas Administrativas Graves de los Servidores Públicos (regla general), previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, caso en que se asume como un Tribunal de condena, al ejercer la atribución de, en su caso, imponer la sanción correspondiente, en atención a lo dispuesto en los artículos 8 de la Ley Orgánica de este Tribunal; en relación con los diversos 12, 107 y 208 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí:
ARTÍCULO 8º. El Tribunal conocerá de las responsabilidades administrativas de los servidores públicos y particulares vinculados con faltas graves, promovidas por la Contraloría General del Estado y los órganos Internos de control de los entes públicos estatales y municipales, o por la Auditoría Superior del Estado, para la imposición de sanciones en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

Así mismo, el Tribunal será competente para fincar a los responsables, en términos del párrafo anterior, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o al patrimonio de los entes públicos estatales. 

Bajo ninguna circunstancia se entenderá que la atribución del Tribunal para imponer sanciones a particulares por actos u omisiones vinculadas con faltas administrativas graves se contrapone o menoscaba la facultad que cualquier ente público posea para imponer sanciones a particulares en los términos de la legislación aplicable. 

Tratándose de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal tendrá competencia para conocer de las responsabilidades, únicamente como autoridad substanciadora, en los términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí

ARTÍCULO 12. El Tribunal, además de las facultades y atribuciones conferidas en su legislación orgánica y demás normatividad aplicable, estará facultado para resolver la imposición de sanciones por la comisión de faltas administrativas graves, y de faltas de particulares, conforme a lo dispuesto en esta Ley; con excepción de las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular, y de los magistrados, en cuyo caso se tramitarán de conformidad con lo dispuesto en la este Ordenamiento.

ARTÍCULO 107. En caso de que el escrito por el que se interponga el recurso de inconformidad fuera obscuro o irregular, la Sala Especializada en materia de Responsabilidades Administrativas requerirá al promovente para que subsane las deficiencias o realice las aclaraciones que corresponda, para lo cual le concederán un término de cinco días hábiles. De no subsanar las deficiencias o aclaraciones en el plazo antes señalado el recurso se tendrá por no presentado.

ARTÍCULO 208. En los asuntos relacionados con faltas administrativas graves o faltas de particulares, se deberá proceder de conformidad con el procedimiento previsto en este artículo.

Las autoridades substanciadoras deberán observar lo dispuesto en las fracciones I a VII del artículo anterior, luego de lo cual procederán conforme a lo dispuesto en las siguientes fracciones: 

I. A más tardar dentro de los tres días hábiles siguientes de haber concluido la audiencia inicial, la autoridad substanciadora deberá, bajo su responsabilidad, enviar al Tribunal competente los autos originales del expediente, así como notificar a las partes de la fecha de su envío, indicando el domicilio del Tribunal encargado de la resolución del asunto; 

II. Cuando el Tribunal reciba el expediente, bajo su más estricta responsabilidad, deberá verificar que la falta descrita en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa sea de las consideradas como graves. En caso de no serlo, fundando y motivando debidamente su resolución, enviará el expediente respectivo a la autoridad substanciadora que corresponda para que continúe el procedimiento en términos de lo dispuesto en el artículo anterior. 

De igual forma, de advertir el Tribunal que los hechos descritos por la autoridad investigadora en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa corresponden a la descripción de una falta grave diversa, le ordenará a ésta realice la reclasificación que corresponda, pudiendo señalar las directrices que considere pertinentes para su debida presentación, para lo cual le concederá un plazo de tres días hábiles. En caso de que la autoridad investigadora se niegue a hacer la reclasificación, bajo su más estricta responsabilidad así lo hará saber al Tribunal fundando y motivando su proceder. En este caso, el Tribunal continuará con el procedimiento de responsabilidad administrativa. 

Una vez que el Tribunal haya decidido que el asunto corresponde a su competencia y, en su caso, se haya solventado la reclasificación, deberá notificar personalmente a las partes sobre la recepción del expediente. Cuando conste en autos que las partes han quedado notificadas, dictará dentro de los quince días hábiles siguientes el acuerdo de admisión de pruebas que corresponda, donde deberá ordenar las diligencias necesarias para su preparación y desahogo; 

III. Concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas por las partes, y si no existieran diligencias pendientes para mejor proveer o más pruebas que desahogar, el Tribunal declarará abierto el periodo de alegatos por un término de cinco días hábiles comunes para las partes; 

IV. Una vez trascurrido el periodo de alegatos, el Tribunal, de oficio, declarará cerrada la instrucción y citará a las partes para oír la resolución que corresponda, la cual deberá dictarse en un plazo no mayor a treinta días hábiles, el cual podrá ampliarse por una sola vez por otros treinta días hábiles más, cuando la complejidad del asunto así lo requiera debiendo expresar los motivos para ello, y 

V. La resolución, deberá notificarse personalmente al presunto responsable. En su caso, se notificará a los denunciantes únicamente para su conocimiento, y al jefe inmediato o al titular de la dependencia o entidad, para los efectos de su ejecución, en un plazo no mayor de diez días hábiles.
III. En los casos en que las Faltas Administrativas Graves de los Servidores Públicos sean atribuidas a Servidores Públicos de Elección Popular y Magistrados, hipótesis en que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí es únicamente como Autoridad Substanciadora, desde la admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, hasta la elaboración de un proyecto de resolución que se remite al Congreso del Estado que es la autoridad competente para imponer la sanción en estos casos, esto en términos de lo establecido en los artículos 3, 12 y 209 de la citada Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado que dicen.

ARTÍCULO 12. El Tribunal, además de las facultades y atribuciones conferidas en su legislación orgánica y demás normatividad aplicable, estará facultado para resolver la imposición de sanciones por la comisión de faltas administrativas graves, y de faltas de particulares, conforme a lo dispuesto en esta Ley; con excepción de las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular, y de los magistrados, en cuyo caso se tramitarán de conformidad con lo dispuesto en la este Ordenamiento.

ARTÍCULO 209. En los asuntos relacionados con faltas administrativas cometidas por servidores públicos de elección popular, y magistrados, se deberá proceder de conformidad con el procedimiento previsto en este artículo. Las autoridades, investigadoras; y substanciadoras deberán observar lo dispuesto en las fracciones I a X del artículo 207, y II a IV del 208 de este Ordenamiento, luego de lo cual se procederá conforme a lo dispuesto en las siguientes fracciones: I. Concluido el término de los alegatos, se hayan presentado o no, la autoridad substanciadora declarará de oficio, cerrada la instrucción, y elaborará un proyecto de resolución, debiendo remitir éste, con todos los autos originales que obren en el expediente, al Congreso del Estado. Asimismo, deberá notificar a las partes de la fecha de su envío, indicando el domicilio de dicho Poder; II. Recibido el expediente, el Congreso del Estado, sin más trámite, y en Sesión Privada, conformará una Comisión Jurisdiccional en términos de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, y el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado; III. Una vez conformada, e instalada la Comisión Jurisdiccional, dentro de los siguientes treinta días naturales verificará que se hayan cumplido las etapas y normas del procedimiento, confirmará, en su caso, el proyecto de resolución que le haya sido turnado, y citará a las partes para oír la resolución que corresponda. El plazo a que se refiere el párrafo anterior podrá ampliarse por una sola vez por otros quince días naturales más, cuando la complejidad del asunto así lo requiera, debiendo expresar los motivos para ello. En caso de no confirmar el proyecto de resolución respectivo, dictará el dictamen correspondiente dentro del término a que se refiere el párrafo anterior, y devolverá el mismo al Tribunal, junto con el dictamen a fin de que aquel analice las observaciones vertidas en el mismo, y en su caso las considere para modificar el citado proyecto, y lo envié dentro de los siguientes quince días naturales de nueva cuenta al Congreso. En este supuesto, el Congreso del Estado, confirmará la resolución, y procederá a imponer las sanciones que en su caso se hayan determinado, y IV. La resolución, deberá notificarse personalmente al presunto responsable; y al Pleno del Poder, ayuntamiento correspondiente, para los efectos conducentes, en un plazo no mayor de diez días hábiles.

En el caso se tiene que el acto controvertido y que fue materia del desechamiento  de  la demanda lo constituye una resolución emitida dentro del expediente ********** integrado ante la Dirección de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado, el cual concluye determinando, en lo medular, que no se encontraron elementos suficientes para demostrar la existencia de las infracciones denunciadas por la hoy actora; y por consiguiente determina que no ha lugar a formular el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa a que hace referencia el artículo 192 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en virtud de no encontrarse acreditada infracción alguna al supuesto normativo. 

En ese sentido se debe señalar que la competencia de este órgano jurisdiccional, en materia de responsabilidades administrativas, y en relación con la resolución que emitan las autoridades investigadoras al concluir las diligencias de investigación, -dentro del expediente de investigación-, se acota, únicamente, a conocer, del recurso de inconformidad que se promueva en contra de la calificación y la abstención a que se refieren los artículos, 102 y 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; esto, acorde con lo establecido en los diversos numerales 104, 106 de la Ley en cita, de cuyo contenido se puede colegir lo siguiente:

· Que en términos del artículo 102 de Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado; concluidas las diligencias de investigación, las autoridades investigadoras procederán al análisis de los hechos, así como de la información recabada a efecto de determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones que la ley señale como falta administrativa; y, en su caso, calificarla como grave o no grave -la falta administrativa-; y una vez calificada la conducta, se incluirá la misma en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y este se presentara ante la autoridad substanciadora a efecto de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa; y si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la existencia de la infracción y la presunta responsabilidad del infractor, se emitirá un acuerdo de conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de que pueda abrirse nuevamente la investigación si se presentan nuevos indicios o pruebas y no hubiere prescrito la facultad para sancionar. 

· Por su parte el artículo 103 prevé que las autoridades substanciadoras, o en su caso, las resolutoras, se abstendrán de: iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa; o de imponer sanciones administrativas cuando: I.- Adviertan que no existe daño ni perjuicio a la hacienda o al patrimonio de los entes públicos y que la actuación del servidor público esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible, en la que válidamente puedan sustentarse diversas soluciones; II.- La conducta o abstención no constituya una desviación a la legalidad y obren constancias de los elementos que tomó en cuenta el servidor público en la decisión que adoptó y III.- Así mismo se dispone que, la autoridad investigadora o el denunciante, puedan impugnar la abstención, en los términos de lo dispuesto por la citada Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado. 
· Que de acuerdo a lo previsto en el artículo 104 la calificación y la abstención a que se refieren los artículos, 102 y 103 de este Ordenamiento: I.- Podrán ser impugnadas, en su caso, por el denunciante, mediante el recurso de inconformidad, conforme al capítulo IV –Impugnación de la calificación de faltas no graves- del libro segundo, del título primero de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el estado, y; II.- La presentación del recurso tendrá como efecto que no se inicie el procedimiento de responsabilidad administrativa hasta en tanto este sea resuelto. 
· Finalmente en términos de lo previsto en el artículo 106 de la Ley en consulta, en relación al recurso de inconformidad; I.- El escrito de impugnación deberá presentarse ante la autoridad investigadora que hubiere hecho la calificación de la falta administrativa como no grave, debiendo expresar los motivos por los que se estimó indebida dicha calificación; y II.- Interpuesto el recurso, la autoridad investigadora deberá correr traslado, adjuntando el expediente integrado y un informe en el que justifique la calificación impugnada a la Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa que corresponda.

En ese contexto la resolución impugnada en el juicio de nulidad que fue materia de desechamiento no se encuentra dentro de los actos de los cuales pueda conocer y resolver sobre su legalidad, pues, como se dijo con antelación, tratándose de la determinación que emitan la autoridades investigadoras dentro de sus expedientes de investigación, que integren en materia de responsabilidades administrativas; este órgano jurisdiccional solo puede conocer de aquellos casos en los que se haya resuelto una calificación de falta administrativa grave o no grave; o bien sobre la abstención de inicio del procedimiento de responsabilidad administrativa o de imponer sanciones administrativas, por parte de las autoridades substanciadoras o resolutoras –distintas a las investigadoras- a alguno de los servidores públicos señalados en la denuncia de mérito; procedencia que además, se encuentra condicionada a colmar el trámite y requisitos relativos al recurso de inconformidad, contenidos en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En ese sentido debe decirse que el auto que es materia del recurso de ninguna manera contraviene el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que tutela el derecho fundamental de acceso efectivo a la justicia y que ésta sea expedita, toda vez que no se desvirtúan las causales de improcedencia previstas en el artículo 228 fracciones X y XI del Código Procesal Administrativo para el Estado; de conformidad con los artículos 35 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí; y 239 fracción I  del Código Procesal en consulta que dicen:

ARTÍCULO 228.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 

…

X. Contra actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal, y

 XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa. Las causales de improcedencia deberán ser examinadas de oficio.

ARTÍCULO 239. Se podrá desechar la demanda:

I. Si se encuentra motivo manifiesto e indudable de improcedencia.

De los preceptos normativos en cita se advierte que el juicio de nulidad es improcedente cuando se promueva contra actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal, y también en aquellos casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición del mismo Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa 
En ese contexto, los actos impugnados no se encuentran dentro de aquellas resoluciones respecto de las que de manera expresa se confiera competencia a este Tribunal, para conocer sobre su legalidad, habida cuenta que la función de este Tribunal es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad a la luz de las normas reguladoras del acto de autoridad y en el caso, no hay materialmente un acto y/o resolución definitiva emitida por la autoridad que cause agravio al demandante respecto del cual este Tribunal pudiera pronunciarse, de lo que se sigue que el juicio resulta improcedente.
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio emitido en por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia cuyos datos de localización, rubro y contenido son los siguientes. 

Registro digital: 2010356, Instancia: Segunda Sala, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 146/2015 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo II, página 1042, Tipo: Jurisprudencia.

INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS.

Cuando el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, deberá declarar la improcedencia del juicio en términos del artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues el ejercicio de este derecho se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como lo es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que, ante la incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.

Contradicción de tesis 107/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Séptimo y Cuarto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito, Primero del Vigésimo Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 8 de julio de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: María Carla Trujillo Ugalde.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XX.1o.92 A, de rubro: "COMPETENCIA EN RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD. SI UNA DE LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ADVIERTE QUE CARECE DE ELLA, DEBE DECLARARLO IMPROCEDENTE Y DESECHAR LA DEMANDA, PERO NO DECLINAR AQUÉLLA AL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE CORRESPONDA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005).", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, septiembre de 2007, página 2498,

Tesis I.7o.A.520 A, de rubro: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA INCOMPETENCIA DE LA SALA FISCAL POR RAZÓN DE LA MATERIA CONLLEVA LA IMPROCEDENCIA DE AQUÉL, PERO NO LA OBLIGA A MANIFESTARSE RESPECTO DE DICHO PRESUPUESTO PROCESAL.", aprobada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, junio de 2007, página 1113,

Tesis I.4o.A. J/1 (10a.), de rubro: "ACCESO A LA JUSTICIA. LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEBEN EVITAR, EN TODO MOMENTO, PRÁCTICAS QUE TIENDAN A DENEGAR O LIMITAR ESE DERECHO.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 3, enero de 2013, página 1695, y

El criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 565/2013.

Tesis de jurisprudencia 146/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del catorce de octubre de dos mil quince.

Nota:

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 95/2016 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, desechada por notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 30 de marzo de 2016.

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 389/2016 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de la que derivó la tesis jurisprudencial P./J. 21/2018 (10a.) de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO."

Por ejecutoria del 26 de abril de 2018, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró sin materia la contradicción de tesis 5/2017 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al existir la jurisprudencia P./J. 21/2018 (10a.) que resuelve el mismo problema jurídico.

Esta tesis se publicó el viernes 06 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de noviembre de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Asimismo sirve de apoyo a lo anterior el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito en las tesis, cuyos datos de localización, rubro y contenido son los siguientes. 

Registro digital: 171516, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: XX.1o.92 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Septiembre de 2007, página 2498, Tipo: Aislada

COMPETENCIA EN RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD. SI UNA DE LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ADVIERTE QUE CARECE DE ELLA, DEBE DECLARARLO IMPROCEDENTE Y DESECHAR LA DEMANDA, PERO NO DECLINAR AQUÉLLA AL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE CORRESPONDA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005).

De la interpretación a los artículos 217, fracción I, y 218 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, se advierte que en el juicio contencioso administrativo sólo es factible que una de las Salas Regionales del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa remita las actuaciones a la que sea competente por razón de territorio, pero no a distinto órgano jurisdiccional por razón de la materia, ya que en este último supuesto el legislador lo consideró como un caso de improcedencia del juicio. Así, en el artículo 202, fracción II, del referido código y vigencia se prevé como causa de improcedencia del juicio el hecho de que la impugnación del acto no corresponda al conocimiento de dicho tribunal; en esas condiciones, si la Sala Fiscal determina que carece de dicha facultad, es evidente que debe desechar la demanda de nulidad por ser improcedente el juicio, pero de ninguna manera declinar la competencia al tribunal que deba conocer del asunto, pues atento a lo que dispone el precepto citado en último lugar, basta que se analice si el aludido tribunal fiscal tiene o no facultades para conocer de la impugnación respectiva y, en su caso, si procede o no el juicio de nulidad.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO.

Amparo directo 310/2006. NHA Servicios Integrados, S.A. de C.V. 28 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: José Atanacio Alpuche Marrufo. Secretario: Arturo Eduardo Zenteno Garduño.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 107/2014 de la Segunda Sala, de la que derivó la tesis jurisprudencial 2a./J. 146/2015 (10a.) de título y subtítulo: "INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS."

“Registro digital: 2010356, Instancia: Segunda Sala, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 146/2015 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo II, , página 1042, Tipo: Jurisprudencia

INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS.

Cuando el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, deberá declarar la improcedencia del juicio en términos del artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues el ejercicio de este derecho se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como lo es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que, ante la incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.

Contradicción de tesis 107/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Séptimo y Cuarto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito, Primero del Vigésimo Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 8 de julio de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: María Carla Trujillo Ugalde.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XX.1o.92 A, de rubro: "COMPETENCIA EN RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD. SI UNA DE LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ADVIERTE QUE CARECE DE ELLA, DEBE DECLARARLO IMPROCEDENTE Y DESECHAR LA DEMANDA, PERO NO DECLINAR AQUÉLLA AL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE CORRESPONDA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005).", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, septiembre de 2007, página 2498,

Tesis I.7o.A.520 A, de rubro: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA INCOMPETENCIA DE LA SALA FISCAL POR RAZÓN DE LA MATERIA CONLLEVA LA IMPROCEDENCIA DE AQUÉL, PERO NO LA OBLIGA A MANIFESTARSE RESPECTO DE DICHO PRESUPUESTO PROCESAL.", aprobada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, junio de 2007, página 1113,

Tesis I.4o.A. J/1 (10a.), de rubro: "ACCESO A LA JUSTICIA. LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEBEN EVITAR, EN TODO MOMENTO, PRÁCTICAS QUE TIENDAN A DENEGAR O LIMITAR ESE DERECHO.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 3, enero de 2013, página 1695, y

El criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 565/2013.

Tesis de jurisprudencia 146/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del catorce de octubre de dos mil quince.

Nota:

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 95/2016 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, desechada por notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 30 de marzo de 2016.

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 389/2016 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de la que derivó la tesis jurisprudencial P./J. 21/2018 (10a.) de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO."

Por ejecutoria del 26 de abril de 2018, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró sin materia la contradicción de tesis 5/2017 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al existir la jurisprudencia P./J. 21/2018 (10a.) que resuelve el mismo problema jurídico.

Esta tesis se publicó el viernes 06 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de noviembre de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.” 
Finalmente se considera oportuno señalar que en relación a lo preceptuado en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que prevé la garantía de acceso a la justicia, conforme a la cual, toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes aplicables, derecho de comparecer ante Tribunales que administren justicia a instar a juicio y en su caso, para que se ejecute la resolución correspondiente, de manera tal que ese derecho no debe ser obstaculizado de forma alguna; el hecho de no estar prevista la procedencia del juicio contencioso administrativo tratándose de los actos de la naturaleza de los que reclama la parte actora; ello no implica violación al derecho fundamental de acceso a la justicia, reconocido en el citado artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues si bien no prevé la posibilidad de impugnar por esta vía contenciosa, lo cierto es que la citada  norma constitucional establece una condición de reserva del sistema legal, conforme al cual, la administración de justicia se impartirá en los plazos y términos que fijen las leyes, y con arreglo a las forma pues la propia naturaleza del acto así lo exige, debido a la especialización en materia administrativa del tribunal.
Acorde con los principios constitucionales que rigen en materia de derechos humanos, el de acceso a la justicia conlleva, para los órganos jurisdiccionales, el deber de proteger y respetar los derechos fundamentales vinculados con aquél, así como garantizar la efectividad de los medios legales de defensa, lo que de suyo implica acudir a una interpretación de la ley que permita lograr tales objetivos. En tal sentido, debe tenerse en cuenta que en el juicio contencioso administrativo delimita su ámbito de competencia ya que de esa manera se garantizan sus derechos fundamentales de acceso efectivo a la justicia y de adecuada defensa previstos en los artículos 17, párrafo segundo, y 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Lo anterior con sustento en el criterio de la primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos datos de localización, rubro y contenido s el siguiente. 

Registro digital: 2015591, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 103/2017 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 48, Noviembre de 2017, Tomo I, página 151, Tipo: Jurisprudencia

DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. ETAPAS Y DERECHOS QUE LE CORRESPONDEN. De los artículos 14, 17 y 20, apartados B y C, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, deriva el derecho de acceso efectivo a la justicia, el cual comprende, en adición a determinados factores socioeconómicos y políticos, el derecho a una tutela jurisdiccional efectiva y los mecanismos de tutela no jurisdiccional que también deben ser efectivos y estar fundamentados constitucional y legalmente. Ahora bien, en la jurisprudencia 1a./J. 42/2007, de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió el acceso a la tutela jurisdiccional como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que, a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute tal decisión; de ahí que este derecho comprenda tres etapas, a las que corresponden tres derechos: (i) una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de acceso a la jurisdicción, que parte del derecho de acción como una especie del de petición dirigido a las autoridades jurisdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su parte; (ii) una judicial, que va desde el inicio del procedimiento hasta la última actuación y a la que concierne el derecho al debido proceso; y, (iii) una posterior al juicio, identificada con la eficacia de las resoluciones emitidas. Ahora, los derechos mencionados alcanzan no solamente a los procedimientos ventilados ante Jueces y tribunales del Poder Judicial, sino también a todos aquellos seguidos ante autoridades que, al pronunciarse sobre la determinación de derechos y obligaciones, realicen funciones materialmente jurisdiccionales.
Por tanto, derivado de lo infundado e inoperante de los agravios planteados por el reclamante en su Recurso de Reclamación, se confirma lo que se determinó en el auto de fecha doce de enero del dos mil veintiuno, visible a fojas 33 a la 39 de autos, y con fundamento en el artículo 151 de la ley de la materia, esta Sala Unitaria declara firme el auto recurrido. 
Por lo anteriormente expuesto y fundado y con apoyo además en los artículos 1 y 33 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 151 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se resuelve: 

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver el presente recurso de reclamación.

SEGUNDO.- Ha resultado procedente pero infundado el recurso de reclamación promovido por la parte actora.

TERCERO.- Se confirma el acuerdo de fecha doce de enero del dos mil veintiuno, por las razones precisadas en el considerando cuarto de esta resolución.

CUARTO.- Notifíquese.
Así lo acordó y firma, licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, Magistrada a cargo de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, encargada del despacho en términos de los artículos 19, fracción IX y 42, párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; quien actúa con el Secretario de Acuerdos, licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe. Rubricas

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
� ARTÍCULO 228.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: X. Contra actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal, y XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa. Las causales de improcedencia deberán ser examinadas de oficio.


� En lo subsecuente, al referirse al acto impugnado, se entenderá que se trata del “oficio **********, y la resolución que contiene dictada en fecha siete de septiembre de dos ml veinte, emitida por la Directora de investigación Administrativa y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado dentro del expediente de investigación número **********.


� ARTÍCULO 3º. Para efectos de esta Ley (Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosi) se entenderá por: II. Autoridad investigadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y la Auditoria Superior del Estado, es la encargada de la investigación de faltas administrativas.


� ARTÍCULO 228.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: X. Contra actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal, y XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa. Las causales de improcedencia deberán ser examinadas de oficio.


� ARTÍCULO 239. Se podrá desechar la demanda: I. Si se encuentra motivo manifiesto e indudable de improcedencia.





